RADICACIÓN: 660013107002 2017 00070 01

ACCIONANTE: MARÍA LETICIA JIMÉNEZ MOSQUERA 

ACCIONADO: COLPENSIONES

DECISIÓN: DECRETA NULIDAD

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto  – 

09 de noviembre de 2017

Proceso:                

Acción de Tutela  – Decreta la nulidad de la sentencia
Radicación Nro. :
  

660013107002 2017 00070 01
Accionante:   


MARÍA LETICIA JIMENEZ MOSQUERA

Accionado:


COLPENSIONES

Magistrado Ponente: 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Tema:


NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. [E]n el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 23 de agosto del año avante, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto a la entidad Asalud Ltda., para que se pronuncie frente a los hechos planteados en la demanda, ya que, como se dijo anteriormente, están directamente relacionadas con lo pretendido por la accionante.
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	Decisión: 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, el pasado 1º de Septiembre, mediante el cual concedió la protección constitucional reclamada por la señora MARÍA LETICIA JIMÉNEZ MOSQUERA.
ANTECEDENTES:

Manifestó la señora María Leticia Jiménez Mosquera que desde hace algún tiempo viene padeciendo severos problemas de salud que la motivaron a iniciar el respectivo proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante Colpensiones, entidad en la cual ha realizado a lo largo de su vida laboral los aportes para el cubrimiento de las contingencias que contempla el SGSS, como son vejez, invalidez y muerte. 

De acuerdo a lo anterior, fue calificada por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, entidad que determinó que su pérdida de capacidad laboral ascendía al 46.46%, estructurada el 5 de junio de 2015, por enfermedad de origen común.   
Sin embargo, con posterioridad a la emisión de ese último dictamen, sus condiciones de salud se han complicado de forma grave, en vista de ello, solicitó a Colpensiones que se le practicara una nueva valoración del estado de su invalidez, a lo cual accedió esa entidad otorgándole cita con el médico laboral de Asalud Ltda. la que programó para el día 18 de agosto de 2017, pero llegado el día de la cita, el galeno encargado se negó a practicarle la evaluación sin brindarle ningún tipo de explicación.   
PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social y debido proceso, y en consecuencia, se ordene a Colpensiones que proceda a efectuar una nueva calificación de su estado de invalidez.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Segundo Penal del Circuito, Itinerante, de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 23 de agosto de 2017, en contra de Colpensiones, entidad a la cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción.

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 1º de septiembre de 2017 conceder el amparo constitucional reclamado por la señora Jiménez Mosquera, decisión que estuvo precedida de la aplicación al caso concreto, de la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 en lo relacionado con las actuaciones señaladas en contra de Colpensiones.
De acuerdo a lo anterior, ordenó a Colpensiones que procediera a asignarle a la accionante una nueva cita con el área de medicina laboral para que se le iniciara un nuevo proceso de pérdida de capacidad laboral, así como la verificación de que el mismo se realice de forma completa, labor para la cual le concedió el término de 48 horas. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia fue recurrida por parte de Colpensiones, a través del Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial, quien indicó que a su modo de ver los cuestionamientos reclamados por la accionante los mismos deben ser dilucidados en la jurisdicción ordinaria laboral, y no por medio de la acción de tutela, pues con ello se estaría desconociendo su carácter subsidiario y residual. En ese sentido, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar declarar la improcedencia de la protección reclamada. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería determinar a esta Corporación si por parte de Colpensiones se han vulnerado los derechos fundamentales  reclamados por la accionante, el negarle una nueva valoración para determinar el estado actual de su invalidez, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 

Visto lo obrante en el expediente, se tiene que la señora María Leticia Jiménez Mosquera actualmente se encuentra realizando los trámites para la obtención de su pensión de invalidez, para ello requiere dar solución a lo que tiene que ver con la realización de un nuevo dictamen de pérdida de capacidad laboral que resulte acorde y actualizado con la evolución que han tenido sus patologías hasta la fecha, y que se constituye en uno de los requisitos principales para determinar si es merecedora de tal derecho pensional; Sin embargo, indicó la accionante que no ha sido posible lograr que esa calificación se lleve a cabo, toda vez que la empresa Asalud Ltda, la cual se encarga de efectuar las calificaciones de dicha administradora, se ha negado a hacerlo, sin mediar ningún tipo de explicación. 
Atendiendo las pretensiones de la accionante, y como se dijo arriba, evidencia la Sala que las decisiones que aquí se tomen están directamente relacionadas con la empresa mencionada anteriormente, la cual debió vincularse al presente asunto para que explicara bajo qué argumento se está negando a actualizar la calificación de la accionante, teniendo en cuenta que es un requisito exigido por Colpensiones para estudiar los casos de reconocimiento de pensión de invalidez. 

En vista de lo dicho, emitir ese tipo de órdenes que impartieron en la decisión de primer nivel, las cuales involucran de forma inescindible las labores que desempeña esa entidad sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por la misma para este preciso caso, y sin permitírsele controvertir los dichos planteados por la accionante, conllevaría a una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 23 de agosto del año avante, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto a la entidad Asalud Ltda., para que se pronuncie frente a los hechos planteados en la demanda, ya que, como se dijo anteriormente, están directamente relacionadas con lo pretendido por la accionante.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE: 
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante, de Pereira el 23 de agosto del año avante, ya que se hace necesario vincular al presente asunto a la entidad Asalud Ltda. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  





Página 5 de 6

